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PABLO ENRIQUE BENÍTEZ RICARDO
† 12 de julio de 1997

Pablo Enrique Benítez Ricardo (CI N° 3.389.878), tenía 31 años cuando fue víctima de una 
ejecución arbitraria. Vivía en la compañía Ayala kue, distrito de Yuty, departamento de Caazapá, 
en compañía de su esposa Erodita Irene Paiva Orquiola, con quien tuvo 7 hijos. Aunque carecía de 
tierra propia, Pablo Benítez Ricardo trabajaba plenamente en la agricultura en tierras alquiladas 
de vecinos y parientes. Había estudiado hasta el 3° grado de la escuela primaria. Hablaba como 
lengua materna el guaraní, y el español1061.

Pablo Enrique Benítez Ricardo era un activo dirigente de base de la comisión vecinal de sin tierras 
de Puente kue, integrante de la Organización de Lucha por la Tierra (OLT). En esa comisión, 
llegó ser elegido para el cargo de vicepresidente, función que desempeñaba en la fecha de su 
ejecución arbitraria. Esta comisión vecinal impulsaba una lucha a favor de la expropiación de un 
inmueble para su afectación a la reforma agraria1062.

La comisión vecinal de Puente kue inició en 1994 las gestiones administrativas ante el Instituto 
de Bienestar Rural (IBR) para el reconocimiento de la comisión vecinal, encaminadas a lograr la 
expropiación de 1.800 hectáreas de un inmueble de 15.126 hectáreas, propiedad de la fi rma 
Ganadera Caapucumí S.A., del ciudadano Manuel Corrales, ubicado en la compañía Fleitas kue, 
en el distrito de San Pedro del Paraná, el límite del departamento de Itapúa con Caazapá. A lo 
largo de las gestiones y la lucha de la organización para lograr la expropiación del inmueble, los 
campesinos llegaron a ocupar en tres ocasiones la tierra, y fueron desalojados otras tantas veces, 
el 2 y 28 de abril y el 2 de agosto de 1996 respectivamente. La ocupación que más tiempo 
abarcó, duró 15 días. El resto del tiempo los campesinos habían estado en un campamento a 
orillas del río Tebicuary al costado de la propiedad reclamada. En mayo de 1996 se produjo un 
desalojo violento con la subsiguiente detención de 64 ocupantes de la estancia Santa Teresa, 
parte de la propiedad de la Ganadera Caapucumí S.A., tras el que la organización decidió venir 
a Asunción para presionar desde allí al IBR, debido a que la situación en la base era insostenible 

1061 Testimonios N° 0113. Certifi cado de Defunción de Pablo Enrique Benítez Ricardo.
1062 Testimonios N° 0113. Denuncia de 14 de julio de 1997 presentada a la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Senadores 

por Punciano Rojas y Evelio Ramón Jiménez.
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e inefectiva a consecuencia de las sucesivas represiones desatadas contra ellos. A partir del 10 
de mayo de 1997 los campesinos sostuvieron un campamento en la explanada de la Catedral 
de Asunción.

En junio de 1997 el Consejo del IBR desestimó la pretensión de los campesinos de la comisión 
vecinal de Puente kue de lograr la expropiación de las tierras de la fi rma, debido a que el ente 
consideró que las mismas se encontraban racionalmente explotadas. Los campesinos reivindicaban 
un sector de la propiedad que los técnicos del IBR habían determinado que era una fracción de 
bosque que utilizaba el ganado para guarecerse de inundaciones eventuales, y que su afectación 
causaría un tremendo impacto ambiental. Sin embargo, los campesinos denunciaban que el 
propietario estaba echando el bosque con topadoras para ampliar las pasturas del ganado. Las 
familias afectadas seguían acampadas en la explanada de la Catedral de Asunción, presionando 
para una pronta solución del problema. No obstante, la organización continuó las negociaciones 
con el ente agrario, estudiando ofertas de tierras alternativas ubicadas en la zona de arraigo de 
los asociados de la comisión vecinal.

El 17 de octubre de 1997 los campesinos abandonaron la ocupación de la Catedral luego de 5 
meses de permanecer allí, porque aceptaron la propuesta del Estado de canjear la tierra por otra 
ubicada en la misma zona, propiedad de la fi rma Agro Oest, del ciudadano Darío Hoesch, había 
ofertado al IBR. El inmueble de 1.200 hectáreas, inscripto como fi nca N° 2.471 del distrito de 
San Pedro del Paraná, se encontraba ubicado en la zona del Parque Nacional San Rafael y estaba 
califi cada como reserva protegida1063. La colonia fue habilitada ofi cialmente por el IBR con el 
nombre de “Amistad”, y comprende un total de 89 lotes en una superfi cie de 509 hectáreas 
(Resolución P N° 721 de 23 de julio de 1998)1064.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
Como consecuencia de las ocupaciones y de la lucha de la organización campesina, los dirigentes 
de la comisión vecinal de Puente kue se encontraban en situación de amenaza. En especial, 
habían recibido amenazas de muerte el presidente de la comisión vecinal, Punciano Rojas, y 
otro dirigente del asentamiento, Epifanio Cantero. En la época en la que ocurrió la ejecución 
arbitraria de Pablo Benítez Ricardo, el mismo, en su calidad de vicepresidente de la comisión 
vecinal, se encontraba en el grupo que mantenía una acampada en la explanada de la Catedral 
de Asunción, presionando al IBR para una pronta defi nición de los reclamos que formulaban al 
ente agrario1065.

Luego que en junio de 1997 el Consejo del IBR rechazara el pedido de expropiación de las 
tierras de Ganadera Caapucumí S.A., la organización inició negociaciones con el IBR para aceptar 
el ofrecimiento de tierras alternativas en la zona. Una de las fi ncas que se ofrecieron como 
alternativa pertenecía a Teófi lo Zaldívar, y estaba ubicada en la colonia 3 de mayo, distrito de 
Yuty, que lindaba con la compañía Ayala kue. La comisión vecinal convocó a una asamblea en la 

1063 El Parque fue creado por Decreto N° 13.680 de 29 de mayo de 1992, pero su estatus legal fue cambiado al de reserva de recursos 
manejados por Decreto N° 16.610 de 7 de marzo de 2002. El Poder Ejecutivo autorizó su desafectación para su venta directa al IBR por 
Decreto N° 18.694/97.

1064 Testimonio 0113. Informativo Campesino N° 92/1996, 104/1997, 105/1997, 106/1997 y 109/1997.
1065 Testimonio N° 0113. Denuncia de 14 de julio de 1997 presentada a la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Senadores 

por Punciano Rojas y Evelio Ramón Jiménez. Parte Policial Nota N° 206 de 15 de julio de 1997 del comisario DEJAP Cristino Torres 
Jefe de la Comisaría 2ª de Yuty; declaraciones informativas de Celso y Ricardo Orquiola Paiva (expediente “Federico Venialgo y Miguel 
Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 51, ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de 
Dionisio Fleitas, fs. 1, 22 y 23).
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explanada de la Catedral en la que se resolvió comisionar a Pablo Benítez Ricardo para que viaje 
a inspeccionar la fi nca, para luego volver a informar a los asociados con el fi n de proseguir o no 
las negociaciones con el IBR. A tal efecto, Pablo Benítez Ricardo regresó a su domicilio en Ayala 
kue, para cumplir con el trabajo que le encomendaron durante el fi n de semana del 12 y 13 de 
julio de 1997. Dicha decisión fue hecha pública por la organización, y a tal efecto convocaron a 
una rueda de prensa en el mismo lugar1066.

El viernes 11 de julio de 1997, aproximadamente a las 19:00 horas, Pablo Benítez Ricardo 
fue invitado por un vecino de la compañía Pyteremi, del distrito de Yuty, de nombre Federico 
Venialgo, conocido de la familia, para salir a cazar patillos en los alrededores de la zona. Pablo 
Benítez, quien era un afi cionado a la caza y a la pesca, aceptó la invitación, y salió en compañía 
de Venialgo. Ya había anochecido, y ambos agricultores se dirigieron por un camino vecinal 
que lindaba con la propiedad de un vecino del lugar, el señor Miguel Fernández, distante a 
unos pocos centenares de metros de la vivienda de Pablo Benítez. En ese lugar, otra persona 
desconocida estaba emboscada esperando a que le llevasen a Pablo Benítez. Al aproximarse al 
lugar, el sicario sorprendió a la víctima y disparó 5 tiros presumiblemente de revólver calibre 38 
mm, hiriéndolo gravemente y dejándolo abandonado en el lugar. Tanto el sicario, como Federico 
Venialgo salieron huyendo presurosamente del lugar. No obstante, antes de huir Venialgo se 
apoderó de la escopeta calibre 28 mm que perteneciera a Pablo Benítez1067.

Después de realizado el atentado, Pablo Benítez permaneció aún con vida agonizando en el 
lugar, hasta que fue socorrido por vecinos del lugar quienes dieron aviso a la comisaría local y 
luego lo trasladaron hasta el Hospital Regional de Caazapá, donde falleció el 12 de julio de 1997 
a las 07:30 horas aproximadamente, como consecuencia de las heridas recibidas1068.

De acuerdo al certifi cado de defunción que le fuera expedido por el doctor Gustavo Gini, del 
Hospital Regional de Caazapá, la causa de muerte de Pablo Benítez Ricardo fue una “herida 
penetrante torazo-abdominal – paro cardiorrespiratorio”1069.

Los vecinos quienes auxiliaron a la víctima fueron quienes dieron rápido aviso a los familiares de 
Pablo Benítez respecto de lo sucedido1070.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación judicial de la ejecución arbitraria de Pablo Benítez Ricardo comenzó la misma 
tarde del 11 de julio de 1997, cuando los vecinos Ricardo y Celso Orquiola y la viuda de la 
víctima presentaron denuncia del hecho ante la comisaría N° 13 de la colonia 3 de mayo, 
distrito de Yuty. Efectivos de la Policía Nacional de la comisaría de la jurisdicción se constituyeron 
en el lugar del hecho, en donde recogieron como evidencias una pistola calibre 6,35, marca 
Lorcin, n° de serie 168318, propiedad de la víctima, así como un cuchillo y una soga de nylon. El 
15 de julio de 1997 la denuncia, las evidencias y el certifi cado de defunción de la víctima fueron 
presentados por la Policía Nacional al Juzgado de Paz en lo Criminal de Yuty a cargo del abogado 
Colón Vera Cibils. El 16 de julio de 1997, el Juzgado de Paz dispuso la instrucción del sumario 
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1066 Idem.
1067 Idem.
1068 Idem.
1069 Certifi cado de Defunción (expediente “Federico Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 51, ante 

el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 2).
1070 Testimonio N° 0113.
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en averiguación del ilícito denunciado y dispuso la recepción de las primeras declaraciones 
informativas1071.

En esa misma fecha, el Juzgado de Paz ordenó, a solicitud de la Policía Nacional, el allanamiento 
del domicilio de Federico Venialgo ubicado en la compañía Pyteremi de Yuty, en prosecución de 
las investigaciones del hecho, autorizando a su detención en caso de encontrarse méritos para 
ello. En esa misma fecha, un contingente de agentes policiales al mando del subcomisario OS 
Luis Florentín Cañete, jefe de la Sección Investigación de Delitos de la Jefatura Departamental 
y del comisario DEJAP Cristino Pavón, jefe de la comisaría de Yuty, procedieron al allanamiento 
del domicilio de Federico Venialgo y su posterior detención. De su domicilio fue incautado 
en calidad de evidencia un rifl e de aire comprimido y una escopeta calibre 28 mm, que se 
encontraba enterrada en su dormitorio1072.

A partir del interrogatorio practicado por la Policía Nacional a Venialgo, Miguel Fernández, 
vecino del lugar donde fue ejecutado Pablo Benítez, fue citado a la comisaría N° 13 de la colonia 
3 de mayo, oportunidad en la que fue detenido por la Policía Nacional. El 17 de julio de 1997 
el Juzgado de Paz ordenó, a solicitud de la Policía Nacional, el allanamiento del domicilio de 
Fernández, en donde no hallaron ninguna evidencia del ilícito investigado1073.

Federico Venialgo compareció a prestar declaración indagatoria ante el Juzgado de Paz el 17 de 
julio de 1997, sin contar con el asesoramiento de un abogado defensor. En dicha oportunidad, 
negó haber participado en el homicidio de Pablo Benítez Ricardo, aunque refi rió al juzgado 
que el 11 de julio de 1997 la víctima le había invitado a salir de cacería, y que por el camino, 
en las cercanías de la propiedad de Miguel Fernández, le dijo que en realidad iban a robar una 
oveja de éste, ínterin en que éste realizó los disparos desde dentro de su propiedad, ante lo cual 
decidió huir del lugar y no denunció el hecho por temor a represalias de los hijos de Fernández. 
Al día siguiente, prestó declaración indagatoria Miguel Fernández, quien tampoco contó con 
el asesoramiento de un abogado defensor. En la oportunidad, negó cualquier vinculación con 
homicidio de Pablo Benítez Ricardo, y refi rió que incluso auxilió a la víctima y ayudó a denunciar 
el hecho, ya que el atentado había ocurrido cerca de su domicilio1074.

Durante la instrucción del sumario el Juzgado de Paz recibió las declaraciones informativas de 
Celso y Ricardo Orquiola Paiva1075.

El 21 de julio el Juzgado de Paz resolvió levantar la detención de Federico Venialgo y dispuso su 
libertad ambulatoria, sin imponer ninguna otra medida cautelar1076.

1071 Parte Policial Nota N° 206 de 15 de julio de 1997 del comisario DEJAP Cristino Torres Jefe de la Comisaría 2ª de Yuty; AI N° 118 de 16 
de julio de 1997 (expediente “Federico Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 51, ante el Juzgado 
de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 1 y 3).

1072 Nota N° 211 de 16 de julio de 1997 del comisario DEJAP Cristino Torres Jefe de la Comisaría 2ª de Yuty; AI N° 119 de 16 de julio de 
1997; acta de procedimiento (expediente “Federico Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 51, 
ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 4, 5 y 11-12).

1073 AI N° 121 de 17 de julio de 1997; Nota N° 212 de 17 de julio de 1997 del comisario DEJAP Cristino Torres Jefe de la Comisaría 2ª de 
Yuty; acta de procedimiento (expediente “Federico Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 51, 
ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 13, 14-16 y 18).

1074 Actas de declaración indagatoria (expediente “Federico Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 
51, ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 19 y 25).

1075 Declaraciones informativas de Celso y Ricardo Orquiola Paiva (expediente “Federico Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en 
Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 51, ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 22 y 23).

1076 AI N° 124 de 21 de julio de 1997 (expediente “Federico Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 
51, ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 27).
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En esa misma fecha, el Juzgado de Paz resolvió remitir la causa al Juzgado de Instrucción en lo 
Criminal de Caazapá para la prosecución de las diligencias sumariales. Asimismo, dispuso la 
remisión del detenido Miguel Fernández a la Jefatura de Policía del departamento de Caazapá. 
La causa fue ingresada al Juzgado de Instrucción de Caazapá al día siguiente1077.

El 22 de julio de 1997 el Juzgado de Instrucción en lo Criminal resolvió levantar la detención 
de Federico Venialgo y dispuso su libertad ambulatoria, sin imponer ninguna otra medida 
cautelar1078.

El 31 de julio de 1997, la viuda de la víctima y el dirigente Epifanio Cantero Cabral presentaron 
denuncia del hecho ante la Fiscalía General del Estado en Asunción. El 23 de septiembre de 1997 
la viuda presentó querella criminal en la causa en contra de Miguel Fernández, por el delito de 
homicidio. En esa misma fecha, el Juzgado reconoció su personería en la causa, y resolvió sobre 
la admisibilidad de la querella1079.

Ninguna diligencia investigativa fue realizada por el Juzgado de Instrucción en averiguación 
de la ejecución arbitraria de Pablo Benítez Ricardo. El Ministerio Público solicitó diligencias de 
investigación el 27 de agosto de 1997, 19 de noviembre de 1997 y 10 de julio de 2000, pero 
ninguna de las pruebas solicitadas fue diligenciada efectivamente, ni las peticiones volvieron a 
ser urgidas por el Ministerio Público1080.

El 1 de junio de 1999 el Juzgado resolvió declarar, a solicitud de la defensa de Miguel Fernández 
y con dictamen favorable del Ministerio Público, declaró abandonada la querella criminal 
instaurada por la viuda de Pablo Benítez en la causa, y en consecuencia canceló la personería en 
el juicio al abogado de la víctima. Dicha decisión no fue apelada1081.

A solicitud de la defensa conjunta de Venialgo y Fernández y sin vista al agente fi scal de la 
circunscripción, el Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia a cargo de Rogelio Ramírez resolvió, 
8 de agosto de 2001, decretar el sobreseimiento provisional de Federico Venialgo y Miguel 
Fernández, en el contexto del proceso de depuración de causas penales tramitadas bajo el Código 
Procesal Penal de 1890, en base al art. 8 de la Ley N° 1444/99. La decisión no fue apelada por 
el Ministerio Público1082.

El 20 de agosto de 2002 el juez Rogelio Ramírez resolvió, sin correr vista al Ministerio Público, 
sobreseer defi nitivamente a Venialgo y Fernández, en el contexto del proceso de depuración de 
causas penales, en aplicación del art. 2 inc. 7 de la Ley 1444/99 y el art. 25 inc. 11 del Código 
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1077 AI N° 125 de 21 de julio de 1997 (expediente “Federico Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 
51, ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 29).

1078 AI N° 225 de 22 de julio de 1997 (expediente “Federico Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 
51, ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 47).

1079 Denuncia de 31 de julio de 1997; escrito de querella; providencia de 23 de septiembre de 1997 (expediente “Federico Venialgo y Miguel 
Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 51, ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de 
Dionisio Fleitas, fs. 54 y 63-64).

1080 Dictamen N° 15 de 27 de agosto de 1997 del agente fi scal Arnaldo Cabrera Benítez; Dictamen N° 139 de 19 de noviembre de 1997 
del agente fi scal Aniceto Amarilla; Dictamen UTN° 261 de 10 de julio de 2000 de la agente fi scal Norma Girala (expediente “Federico 
Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 51, ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de 
Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 56, 67 y 75).

1081 AI N° 386 de 1 de junio de 1999 (expediente “Federico Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 51, 
ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 74).

1082 AI N° 1.553 de 8 de agosto de 2001 (expediente “Federico Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 
51, ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 77).
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de Procedimientos Penales. La decisión tampoco fue apelada por el Ministerio Público. Con esta 
decisión la causa quedó fi niquitada1083.

Ninguna de las resoluciones que concedieron el sobreseimiento provisional, y luego libre, fue 
notifi cada a los familiares de Pablo Benítez Ricardo.

REPARACIONES
Pablo Benítez Ricardo fue enterrado en el cementerio de la colonia 3 de mayo, distrito de 
Yuty, donde hasta ahora se encuentran sus restos. Todos los gastos funerarios y judiciales fueron 
cubiertos por sus familiares con apoyo de la organización.

Como consecuencia directa de la ejecución arbitraria de Pablo Benítez Ricardo, su familia quedó 
en el más absoluto desamparo. Los hijos de la víctima debieron abandonar la escuela y la viuda 
de la víctima perdió la tierra en el asentamiento que se había conquistado.

Los familiares de Pablo Benítez Ricardo no recibieron indemnización alguna en los términos del 
derecho internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco recibieron 
disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su ejecución 
arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas.

Si bien los campesinos del asentamiento que fuera conquistado por la lucha llevada adelante por 
la comisión en la que militaba Pablo Benítez Ricardo bautizaron al asentamiento con el nombre 
de la víctima, en su homenaje y memoria, dicha designación no es reconocida ofi cialmente1084.

CONCLUSIONES
1. A la luz de los hechos que resultan probados en este informe, la CODEHUPY tiene la convicción 

de que Pablo Benítez Ricardo fue víctima de una ejecución arbitraria planifi cada y ejecutada 
en el contexto de un confl icto por el derecho a la tierra y como consecuencia de su militancia 
política en una organización campesina.

 No obstante, a pesar de los testimonios y pruebas recolectadas, la CODEHUPY no está en 
condiciones de formarse una convicción respecto de la presunta autoría material y moral de 
la ejecución arbitraria de Pablo Benítez Ricardo, circunstancia que nunca fue establecida por 
los organismos jurisdiccionales del Estado.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Pablo Benítez 
Ricardo. La investigación judicial llevada adelante, si cabe llamar investigación al expediente 
abierto en la causa, fue notoriamente defi ciente en los términos requeridos por derecho 
internacional de los derechos humanos1085. 

 El sólo hecho comprobado que evidencia que el Juzgado de Instrucción no realizó ni un 
solo acto de investigación de los que estaba obligado a practicar, es una evidencia elocuente 

1083 AI N° 631 de 20 de agosto de 2002 (expediente “Federico Venialgo y Miguel Fernández s/ Homicidio en Yuty”, año 1997, N° 1.576, folio 
51, ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal de Caazapá a cargo de Dionisio Fleitas, fs. 78).

1084 Testimonios N° 0113.
1085 Ver Capítulo III, sección 3.
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que habla de una actitud institucional complaciente, cercana a la colaboración con el ilícito 
denunciado.

 Por citar algunas de las diligencias probatorias que se omitieron practicar, baste señalar la 
autopsia bajo supervisión de un médico forense acreditado y la pericia balística de la herida 
como del proyectil alojado en el cuerpo de la víctima, a los efectos de establecer su calibre 
y origen. Tampoco fue investigada la escena del crimen. No fueron llamados a declarar los 
numerosos testigos que presenciaron el hecho, y se encuentran plenamente identifi cados, 
cuyas comparecencias solicitó en tres oportunidades el Ministerio Público. La misma ausencia 
de una debida diligencia se observa respecto de la investigación a los posibles autores morales, 
que se mantienen en la más completa impunidad, debido a la futilidad de la investigación 
fi scal llevada adelante.

 Al no haber existido una investigación en el caso Pablo Benítez Ricardo, tampoco hubo juicio 
propiamente dicho, y la causa fue sobreseída por una cuestión meramente formal, apelando 
al desinterés e inactividad del Ministerio Público y al sistema de depuración de causas 
penales tramitadas bajo el Código de Procedimientos Penales de 1890. A esta irregularidad, 
se suma el hecho que las resoluciones judiciales que dieron fi n al procedimiento nunca fueron 
notifi cadas a los familiares de la víctima, lo que genera como consecuencia la indefensión y 
falta de protección judicial de los mismos, ya que quedan sin recibir la información que le 
es debida sobre los resultados de las investigaciones ofi ciales llevadas adelante y no pueden 
interponer los recursos judiciales a que tienen derecho.

 El comportamiento del Ministerio Público y del Juez de la causa en este caso demuestra no 
sólo la notoria carencia de un protocolo para investigar y sancionar casos de ejecuciones 
arbitrarias sino una general actitud complaciente cercana a la colaboración con el ilícito 
investigado.

 Estas omisiones en el deber de investigar y sancionar determinan que el comportamiento 
de los organismos jurisdiccionales del Estado haya contribuido decididamente a la falta de 
esclarecimiento de la ejecución arbitraria de Pablo Benítez Ricardo y a la impunidad de los 
victimarios, en particular a quienes desde su posición de privilegio y poder habrían dado las 
órdenes y facilitado los medios para ejecutar a la víctima.

3. La CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Pablo Benítez Ricardo, la que debería incluir por lo menos medidas de 
satisfacción y una indemnización compensatoria.

4. Estas circunstancias de impunidad y falta de reparación integral llevan a la CODEHUPY a 
concluir que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la ejecución 
arbitraria de Pablo Benítez Ricardo, de acuerdo a los presupuestos de imputabilidad en el 
derecho internacional de los derechos humanos. Dicha ejecución fue realizada en el contexto 
de la actuación de bandas armadas por latifundistas que se amparan en la ausencia de 
medidas ofi ciales adecuadas para impedir, prevenir y sancionar dichas ejecuciones. La falta 
de diligencia debida para esclarecer la responsabilidad individual en la jurisdicción nacional 
y proteger a las víctimas, como fue constatado en el presente caso, otorga un apreciable nivel 
de aquiescencia a dichos grupos.
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DEPARTAMENTO DE CAAZAPÁ  /   /   / FRANCISCO CANTERO / CÉSAR CANTERO DENIS / MARIANO CAÑETE REYES

FRANCISCO CANTERO
☼ 3 de diciembre de 1956

† 28 de agosto de 1997

CÉSAR RICARDO CANTERO DENIS
☼ 29 de abril de 1983

† 28 de agosto de 1997

MARIANO CAÑETE REYES
† 28 de agosto de 1997

Francisco Cantero (CI N° 2.852.853) nació el 3 de diciembre de 1956 en Caazapá, departamento 
de Caazapá, hijo de Maximina Cantero (ya fallecida a la fecha de la muerte de Francisco). Tenía 
40 años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria. Estaba casado con Digna Rosa Denis 
de Cantero, con quien llegó a tener 6 hijos: Claudelina (nacida el 19 de julio de 1979), Lilia 
Estela (nacida el 21 de enero de 1981), César Ricardo (nacido el 29 de abril de 1983, tenía 14 
años cuando fue víctima de una ejecución arbitraria), Blanca (nacida el 20 de mayo de 1985), 
María Concepción (nacida el 30 de mayo de 1988) y Herminia Cantero Denis (27 de diciembre 
de 1989). Asimismo, Francisco Cantero criaba en este núcleo familiar a su nieto Juan Ramón 
Cantero, nacido el 21 de agosto de 1995.

Toda la familia vivía en un lote de 5 hectáreas propiedad de Mariano Cañete Reyes, primo 
hermano de Digna Denis de Cantero, ubicado en la colonia Kuarahy Resê, compañía San 
Francisco, distrito de San Juan Nepomuceno, departamento de Caazapá. Mariano Cañete Reyes 
era hijo de Pedro Cañete (ya fallecido) y Nidia Reyes. Tenía 38 años cuando fue víctima de 
una ejecución arbitraria. Estaba casado con Marcelina Molinas con quien tuvo 4 hijos. Ambas 
familias vivían en el pequeño fundo rural, dedicados de lleno a la agricultura. Mariano Cañete 
había prestado gratis una fracción de su tierra para que allí se instalara la familia de Digna Rosa 
Denis de Cantero. Francisco Cantero y su hijo César Cantero Denis habían estudiado hasta 6° y 
5° grado de la escuela primaria respectivamente, en tanto que Mariano Cañete no había tenido 
educación alguna. Todos ellos hablaban solamente el guaraní como lengua materna1086.

Mariano Cañete era coloniero legalmente asentado en una colonia agrícola habilitada ofi cialmente 
por el Instituto de Bienestar Rural (IBR). La colonia Kuarahy Resê había sido habilitada ofi cialmente 
por el IBR en 1976, y comprendía unos 300 lotes sobre 6.000 hectáreas de tierra expropiadas 

1086 Testimonios N° 0111 y 0112. Cédula de identidad de Francisco Cantero.
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por Decreto-ley N° 22.827/76 (Resolución P. N° 521 de 28 de diciembre de 1976).No obstante, 
al igual que otras colonias de San Juan Nepomuceno y del departamento del Caazapá habilitadas 
entre la década del 60 y 70, había quedado superadas por el crecimiento de población, la falta de 
políticas de reforma agraria efectiva, y fueron quedando encajonadas en la estructura latifundista 
del departamento. Mariano Cañete y Francisco Cantero no participaban en ninguna organización 
campesina de manera orgánica. No obstante, cuando se produjo la ejecución arbitraria de las 
víctimas, en toda la zona minifundiaria de Caazapá estaba en proceso la formación y articulación 
de bases y comisiones vecinales de campesinos sin tierra, agrupados en la Organización Campesina 
Caazapeña (OCC), afi liada a la Federación Nacional Campesina (FNC).

A pesar de ser una colonia habilitada por iniciativa del IBR, la población del asentamiento tenía 
problemas con los propietarios de las grandes haciendas ganaderas que rodeaban a la colonia, 
en particular con el latifundio de la familia Burró Sarubbi ubicado en el distrito de San Juan 
Nepomuceno. Este latifundio de 8.800 hectáreas era un conjunto de cuatro estancias propiedad 
de cuatro hermanos de la infl uyente familia Burró Sarubbi, uno de los cuales, el ingeniero Nicolás 
Burró Sarubbi había sido miembro del Consejo del IBR y directivo de la regional Caazapá de la 
Asociación Rural del Paraguay. Son pretexto de que los campesinos de las colonias adyacentes les 
robaban constantemente el ganado, en el latifundio de los Burró Sarubbi armaron y sostuvieron 
a guardias armados en sus estancias.

Luego de que muchos campesinos de las colonias tramitaran ante el IBR la adjudicación de lotes 
agrícolas en el marco de la reforma agraria, en algunos casos durante 22 años, constituyeron a 
mediados de agosto de 1999 una comisión departamental de sin tierras que nucleaba a más de 
800 familias de sin tierras provenientes de 21 comunidades rurales de Caazapá., con el apoyo 
de la Coordinadora de Comisiones Vecinales de Sin Tierra de la FNC, e iniciaron inmediatamente 
demandas para acelerar la adjudicación de tierras en el departamento. La estancia Isla Alta, 
propiedad de Marisol Burró de Brítez sería ocupada por unos 500 campesinos en mayo de 
2000. El 11 de mayo de 2000 fueron desalojados en un violentísimo y particularmente brutal 
operativo ordenado por la agente fi scal Norma Girala y ejecutado por fuerzas conjuntas de la 
Policía Nacional y de las Fuerzas Armadas bajo el mando del subcomisario José Dolores Sánchez. 
El operativo dejó un saldo de 60 heridos y 320 ocupantes detenidos que fueron procesados 
penalmente y remitidos a la Penitenciaría Regional de Villarrica, muchos de ellos fueron torturados 
por los policías y una mujer fue violada sexualmente con un fusil1087.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
El jueves 28 de agosto de 1997, Francisco Cantero, su hijo César Cantero Denis y Mariano 
Cañete Reyes salieron de su domicilio aproximadamente a las 11:00 horas de la mañana, con 
la intención de ir a pescar a un balo (canal de desagbalo (canal de desagbalo üe de un estero), que se encontraba en 
un arrozal lindante con la estancia Franco kue, propiedad del ciudadano de origen argentino 
Miguel Arostegui que era arrendado por el ingeniero Nicolás Burró Sarubbi. Ese día, los tres 
campesinos avisaron que colocarían un espinel (pinda ñuha), y que luego regresaruha), y que luego regresaruha ían a su casa 
aproximadamente a las 15:00 horas1088.

1087 Testimonios N° 0111 y 0112. Informativo Campesino N° 140/2000, 141/2000, 142/2000, 143/2000, 147/2000.
1088 Testimonios N° 0111 y 0112. Parte Policial Nota N° 96 de 1 de septiembre de 1997 del comisario DEJAP Francisco Aranda Godoy, 

jefe de la comisaría N° 3 de San Juan Nepomuceno (expediente “Con motivo s/ homicidios Establecimiento Franco kue en San Juan 
Nepomuceno”, año 1997, N° 305, folio 11, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caazapá a cargo de Lidia Garcete de 
González, fs. 5-6).

CAPÍTULO VI PARTE II



533

Cuando se encontraban colocando el espinel, los tres campesinos fueron sorprendidos por una 
banda de guardias parapoliciales que de acuerdo a los testimonios trabajaban para la estancia 
Franco kue, y fueron detenidos por éstos. Fueron internados dentro de la propiedad de la estancia 
Franco kue, en la zona del retiro Los Cedros, donde fueron atados cada uno a un árbol, sometidos 
a vejámenes y golpes, y luego ejecutados mediante disparos de escopeta calibre 12. Luego, 
los cuerpos de los campesinos fueron abandonados en el sitio, pero los guardias parapoliciales 
dejaron en el lugar restos de una res faenada, un tetra pack de vino, una linterna, y otras 
evidencias que simulasen que fueron sorprendidos cuando cuatrereaban en la estancia1089.

Fue el propio ingeniero Nicolás Burró Sarubbi quien realizó la denuncia telefónica del hecho 
ante la comisaría 3ª de San Juan Nepomuceno la misma tarde del hecho. La Policía Nacional 
dio aviso de lo sucedido a los familiares de las víctimas al día siguiente, 29 de agosto de 1997, 
aproximadamente a las 11:00 horas, y citó a las viudas para que retirasen los cuerpos de las 
víctimas del Destacamento N° 2 de la colonia Kuarahy Resê. En dicho lugar, los agentes de policía 
maltraron verbalmente a las viudas y a una de las hijas de Francisco Cantero, las amenazaron de 
diversas formas, y pretendieron obligarlas a fi rmar una declaración en la que admitían que las 
víctimas eran abigeos1090.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación judicial de este hecho se inició el 29 de agosto de 1997, cuando el Juzgado 
de Paz de San Juan Nepomuceno, a cargo de Baudelio Vera, fue notifi cado verbalmente por 
la Policía Nacional del hecho denunciado. En esa misma fecha, el Juzgado de Paz resolvió la 
instrucción del sumario en averiguación del hecho y de los autores, cómplices o encubridores 
y realizó la constitución del Juzgado en el lugar del hecho, ordenó el levantamiento de los 
cadáveres y su traslado al Destacamento N° 2 de Kuarahy Resê1091.

Allí la causa quedó llamativamente paralizada durante dos años sin que se practique otra 
diligencia. El 24 de junio de 1999 la causa fue remitida al Juzgado de Primera Instancia en lo 
Criminal de Caazapá, a cargo de Lidia Garcete de González1092.

El 30 de junio de 1999, el agente fi scal Arnaldo Cabrera Benítez, asignado a la causa, intervino 
por única vez para solicitar determinadas diligencias en el sumario, pero ninguna de las pruebas 
solicitadas fue diligenciada efectivamente, ni las peticiones volvieron a ser urgidas por el 
Ministerio Público1093.

Ninguna otra diligencia investigativa fue realizada por el Juzgado en averiguación de la ejecución 
arbitraria de las víctimas.

DEPARTAMENTO DE CAAZAPÁ  /   /   / FRANCISCO CANTERO / CÉSAR CANTERO DENIS / MARIANO CAÑETE REYES

1089 Idem.
1090 Idem.
1091 AI de 29 de agosto de 1997 de instrucción del sumario; acta de constitución; tomas fotográfi cas; parte Policial Nota N° 96 de 1 de 

septiembre de 1997 del comisario DEJAP Francisco Aranda Godoy, jefe de la comisaría N° 3 de San Juan Nepomuceno (expediente 
“Con motivo s/ homicidios Establecimiento Franco kue en San Juan Nepomuceno”, año 1997, N° 305, folio 11, ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal de Caazapá a cargo de Lidia Garcete de González, fs.1, 2, 3 y 5-6).

1092 Providencia de 24 de junio de 1999 (expediente “Con motivo s/ homicidios Establecimiento Franco kue en San Juan Nepomuceno”, año 
1997, N° 305, folio 11, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caazapá a cargo de Lidia Garcete de González, fs.8).

1093 Dictamen N° 515 de 30 de junio de 1999 (expediente “Con motivo s/ homicidios Establecimiento Franco kue en San Juan Nepomuceno”, 
año 1997, N° 305, folio 11, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caazapá a cargo de Lidia Garcete de González, 
fs.10-11).
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El 20 de junio de 2001, el Juzgado de Liquidación y Sentencia de Caazapá, a cargo de Rogelio 
Ramírez, decretó el archivamiento del expediente por no tener imputados individualizados, en 
el contexto del sistema de depuración de causas penales (art. 7 de la Ley N° 1444/99). Dicha 
decisión no fue apelada por el Ministerio Público1094.

Esta resolución no fue notifi cada a los familiares de las víctimas.

REPARACIONES
Francisco Cantero, César Cantero Denis y Mariano Cañete Reyes fueron enterrados en el 
cementerio de la compañía San Francisco, distrito de San Juan Nepomuceno, departamento 
de Caazapá, donde hasta ahora reposan sus restos. Los gastos emergentes de su muerte fueron 
cubiertos por sus familiares.

La familia de Francisco y César Cantero debió abandonar el lugar de su residencia tras la ejecución 
arbitraria, por la inseguridad y la imposibilidad de seguir sosteniéndose económicamente en el 
lugar. La viuda de la víctima debió regresar al domicilio de sus padres en la compañía Arroyo 
Guazú, distrito de San Juan Nepomuceno.

Las familias de las víctimas no recibieron indemnización alguna en los términos del derecho 
internacional de los derechos humanos, así como tampoco recibieron ninguna otra de las 
medidas de reparación integral. Nunca recibió la familia ningún tipo de disculpa pública ni algún 
informe ofi cial del Estado respecto a la ejecución arbitraria de las víctimas, ni las investigaciones 
llevadas adelante respecto de los responsables materiales y morales, así como tampoco fueron 
notifi cados del archivo del proceso judicial abierto para la investigación del hecho1095.

CONCLUSIONES
1. Tras el examen de los elementos de prueba reunidos en este informe, la CODEHUPY tiene 

la convicción de que Francisco Cantero, César Cantero Denis y Mariano Cañete Reyes fueron 
víctimas de una ejecución arbitraria planifi cada y ejecutada en el contexto de un confl icto por 
el derecho a la tierra, en su condición de campesinos colonieros minifundiarios y sin tierras, 
perpetrada por sicarios contratados por hacendados de la zona.

 Los testimonios y otros elementos de prueba recogidos y analizados por la CODEHUPY en 
esta investigación, llevan a concluir que dicho confl icto se caracterizó por una campaña 
de amedrentamiento que habría sido desatada por terratenientes ganaderos en contra de 
los campesinos asentados en las colonias campesinas lindantes al latifundio de la familia 
Burró Sarubbi. A la luz de todos estos elementos de convicción, la CODEHUPY coincide con 
familiares, testigos y dirigentes de la organización de base que señalan que Francisco Cantero, 
César Cantero Denis y Mariano Cañete Reyes fueron víctimas escogidas al azar, para dar un 
escarmiento a los campesinos.

 Los testimonios recolectados por la CODEHUPY y los elementos de convicción recogidos 
por los organismos jurisdiccionales del Estado, aún a pesar de la notoria defi ciencia de la 
investigación ofi cial, llevan a concluir que el Ministerio Público cuenta con sufi cientes elementos 

1094 AI N° 709 de 20 de junio de 2001 (expediente “Con motivo s/ homicidios Establecimiento Franco kue en San Juan Nepomuceno”, año 
1997, N° 305, folio 11, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caazapá a cargo de Lidia Garcete de González, fs. 22).

1095 Testimonios N° 0111 y 0112.
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de incriminación para investigar, y eventualmente solicitar el enjuiciamiento y condena por 
este hecho, a los guardias parapoliciales que de acuerdo a los datos recabados trabajaban al 
servicio de las haciendas de la familia Burró Sarubbi. No obstante, la investigación ofi cial no 
fue sufi ciente para determinar la identidad de los autores materiales de la triple ejecución 
arbitraria, obligación que subsiste y que corresponde de modo inexcusable a los organismos 
jurisdiccionales del Estado. A pesar de ello, a partir de éste y los demás casos relacionados 
al latifundio la familia Burró Sarubbi, la CODEHUPY sostiene que existen elementos de 
incriminación recolectados para este informe que justifi can que el Ministerio Público investigue 
a los propietarios de dichos establecimientos, y a sus administradores y representantes en 
San Juan Nepomuceno a la fecha de los hechos, por su presunta participación como autores 
morales de la ejecución. La responsabilidad penal individual de estas personas debe ser 
debidamente esclarecida por los organismos jurisdiccionales del Estado.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Francisco 
Cantero, César Cantero Denis y Mariano Cañete Reyes. La causa abierta en sede judicial en 
relación a los hechos, fue notoriamente defi ciente en los términos requeridos por derecho 
internacional de los derechos humanos1096.

El sólo hecho comprobado que evidencia que la justicia no realizó ni un solo acto de investigación 
de los que estaba obligada a practicar, es una evidencia elocuente que habla de una actitud 
institucional complaciente, cercana a la colaboración directa con el ilícito denunciado.

 Por citar algunas de las diligencias probatorias que se omitieron, baste señalar la autopsia 
bajo supervisión de un médico forense acreditado y la pericia balística de las heridas como 
de los proyectiles alojados en los cuerpos de la víctimas, a los efectos de establecer el calibre 
y origen de las armas empleadas. Tampoco fue investigada la escena del crimen, ni fueron 
recogidas evidencias en dicho lugar. Existen indicios que sugieren que se preconstituyeron 
pruebas para poder alegar eventualmente que las víctimas eran cuatreros que habían sido 
abatidos en un enfrentamiento con personal de la estancia. La misma ausencia de una debida 
diligencia se observa respecto de la investigación a los posibles autores morales, quienes se 
mantienen en la más completa impunidad, debido a la futilidad de la investigación fi scal 
llevada adelante.

 Sin otra razón que la inactividad del Ministerio Público, la causa fue archivada en el contexto 
del sistema de depuración de causas penales del Código de Procedimientos Penales derogado 
en 1998. A esta irregularidad, se suma el hecho que la decisión judicial que decretó el 
archivo de la causa nunca fue notifi cada a los familiares de las víctimas, lo que genera como 
consecuencia la indefensión y falta de protección judicial de los mismos, ya que quedan sin 
recibir la información que le es debida sobre los resultados de las investigaciones ofi ciales 
llevadas adelante y no pueden interponer los recursos judiciales a que tienen derecho.

 La extremada dilación y lentitud del procedimiento judicial incoado para investigar los 
hechos, cuya duración ya alcanza los 9 años a la fecha de este informe (de los cuales, los 
dos primeros transcurrieron con el expediente paralizado totalmente en el Juzgado de Paz de 
San Juan Nepomuceno) sin arrojar resultado alguno y con la causa archivada, confi gura un 
retardo injustifi cado de los recursos judiciales internos1097.
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1096 Ver Capítulo III, sección 3.
1097 Ver Capítulo III, sección 3.



536

 Estas omisiones en el deber de investigar y sancionar determinan que el comportamiento 
de los organismos jurisdiccionales del Estado haya contribuido decididamente a la falta 
de esclarecimiento de la ejecución arbitraria de Francisco Cantero, César Cantero Denis y 
Mariano Cañete Reyes y a la impunidad de los victimarios, en particular a quienes habrían 
dado las órdenes y facilitado los medios para armar y sostener a las bandas parapoliciales que 
cometieron el ilícito.

3. La CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Francisco Cantero, César Cantero Denis y Mariano Cañete Reyes, la que 
debería incluir por lo menos medidas de satisfacción y una indemnización compensatoria.

4. Estas circunstancias de falta de medidas de prevención, impunidad y falta de reparación integral 
llevan a la CODEHUPY a concluir que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente 
por la ejecución arbitraria de Francisco Cantero, César Cantero Denis y Mariano Cañete Reyes, 
de acuerdo a los presupuestos de imputabilidad en el derecho internacional de los derechos 
humanos. Dicha ejecución fue perpetrada por bandas parapoliciales armadas por latifundistas 
que se amparan en la ausencia de medidas ofi ciales adecuadas para impedir, prevenir y 
sancionar dichas ejecuciones. La falta de diligencia debida para esclarecer la responsabilidad 
individual en la jurisdicción nacional y proteger a las víctimas, como fue constatado en el 
presente caso, otorga un apreciable nivel de aquiescencia a dichos grupos.
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MARTÍN RAMÓN AGUIRRE BENEGAS
☼ 11 de noviembre de 1963

† 14 de octubre de 1999

Martín Ramón Aguirre Benegas (CI N° 1.511.886) nació el 11 de noviembre de 1963 en Potrero 
Ñu Pyahu, distrito de San Juan Nepomuceno, departamento de Caazapá, hijo de César Aguirre 
(ya fallecido a la fecha de la muerte de Martín) y de Tomasa Benegas. Tenía 35 años cuando fue 
víctima de una ejecución arbitraria. Estaba casado con Estanislaa Gamarra de Aguirre, con quien 
llegó a tener 4 hijos: Zulma Asunción (nacida el 15 de agosto de 1993), Mario Rolando (nacido 
el 22 de julio de 1995), Fabio Manuel (nacido el 23 de agosto de 1997) y Delma Ramona 
Aguirre Gamarra (nacida el 28 de julio de 2000, ya después de la muerte de su padre). Toda la 
familia vivía en un lote de tierra propiedad de Heriberto Gamarra, sobrino de Estanislaa, donde 
tenían construida su vivienda, en la compañía San Cristóbal, distrito de San Juan Nepomuceno. 
Martín Aguirre Benegas trabajaba plenamente como agricultor, cultivando tierras alquiladas en 
la zona. Había estudiado hasta 6° grado de la escuela primaria y hablaba solamente el guaraní 
como lengua materna1098.

Martín Aguirre Benegas era un sintierra oriundo de una colonia agrícola habilitada ofi cialmente 
por el Instituto de Bienestar Rural (IBR).Al igual que en otras colonias de San Juan Nepomuceno 
y del departamento del Caazapá habilitadas entre la década del 60 y 70, ésta había quedado 
superadas por el crecimiento de población, la falta de políticas de reforma agraria efectiva, y 
fueron quedando encajonadas en la estructura latifundista del departamento. Martín Aguirre 
Benegas había participado activamente como asociado de base en una comisión vecinal de sin 
tierras apoyada por la Organización Nacional Campesina (ONAC), en la lucha por la expropiación 
y afectación a la reforma agraria de un latifundio propiedad de la sucesión Arza, ubicada en el 
distrito de Yuty, en el departamento de Caazapá. En el contexto de esta lucha, los campesinos 
habían ocupado una fracción de las tierras por indicación de las autoridades del IBR en la 
zona de Kavaju Kangue, de donde fueron violentamente desalojados por la Policía Nacional por 
orden directa del ministro del Interior de aquel entonces, Walter Bower. En dicha oportunidad 
fueron detenidos unos 38 campesinos, quienes fueron detenidos y recluidos en la Penitenciaría 
Regional de Villarrica. La colonia Kavaju Kangue, conocida también como 8 de diciembre, 
fue habilitada ofi cialmente por el IBR en el 2001, comprendiendo un total de 150 lotes en 

1098 Testimonio N° 0068. Cédula de Identidad de Martín Ramón Aguirre Benegas.
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una superfi cie de 1.787 hectáreas (Resolución N° 169/01). Asimismo, cuando se produjo la 
ejecución arbitraria de las víctimas, en toda la zona minifundiaria de Caazapá estaba en proceso 
la formación y articulación de bases y comisiones vecinales de campesinos sin tierra, agrupados 
en la Organización Campesina Caazapeña (OCC), afi liada a la Federación Nacional Campesina 
(FNC)1099.

Además de esto, la población campesina de las colonias de San Juan Nepomuceno, tenían 
problemas con los propietarios de las grandes haciendas ganaderas que rodeaban a la colonia, 
en particular con el latifundio de la familia Burró Sarubbi. Este latifundio de 8.800 hectáreas era 
un conjunto de cuatro estancias propiedad de cuatro hermanos de la infl uyente familia Burró 
Sarubbi, uno de los cuales, el ingeniero Nicolás Burró Sarubbi había sido miembro del Consejo del 
IBR y directivo de la regional Caazapá de la Asociación Rural del Paraguay. So pretexto de que los 
campesinos de las colonias adyacentes les robaban constantemente el ganado, en el latifundio 
de los Burró Sarubbi se habrían armado y sostenido guardias armados en sus estancias.

Luego de que muchos campesinos de las colonias tramitaran ante el IBR la adjudicación de lotes 
agrícolas en el marco de la reforma agraria, en algunos casos durante 22 años, constituyeron a 
mediados de agosto de 1999 una comisión departamental de sin tierras que nucleaba a más de 
800 familias de sin tierras provenientes de 21 comunidades rurales de Caazapá., con el apoyo 
de la Coordinadora de Comisiones Vecinales de Sin Tierra de la FNC, e iniciaron inmediatamente 
demandas para acelerar la adjudicación de tierras en el departamento. La estancia Isla Alta, 
propiedad de Marisol Burró de Brítez sería ocupada por unos 500 campesinos en mayo de 
2000. El 11 de mayo de 2000 fueron desalojados en un violentísimo y particularmente brutal 
operativo ordenado por la agente fi scal Norma Girala y ejecutado por fuerzas conjuntas de la 
Policía Nacional y de las Fuerzas Armadas bajo el mando del subcomisario José Dolores Sánchez. 
El operativo dejó un saldo de 60 heridos y 320 ocupantes detenidos que fueron procesados 
penalmente y remitidos a la Penitenciaría Regional de Villarrica, muchos de ellos fueron torturados 
por los policías y una mujer fue violada sexualmente con un fusil1100.

CIRCUNSTANCIAS DE LA EJECUCIÓN
El jueves 14 de octubre de 1999, Martín Aguirre Benegas salió de su domicilio en horas de la 
tarde, con la intención de ir a pescar y mariscar (cazar) dentro del predio de la estancia Cielo mariscar (cazar) dentro del predio de la estancia Cielo mariscar
Azul, propiedad del ingeniero Nicolás Burró. Ese día, le habían comentado a Martín Aguirre 
que habían visto a un animal salvaje muy grande y muy raro cruzando un campo de la estancia, 
y decidió ir a probar suerte, ya que otros vecinos habían ido a rastrear al animal y regresaron 
porque no pudieron dar con el mismo. Además, un vecino suyo de nombre Gregorio Gaona, le 
había invitado el lunes anterior a ir a pescar a los arroyos del establecimiento, y le había contado 
que había muchos peces en esa época. Gaona se desempeñaba como guardia parapolicial 
de la estancia de los Burró, y era compañero habitual de pesca de Martín Aguirre Benegas, 
quien prefería ir siempre en compañía de Gaona, porque era peligroso internarse sólo en el 
establecimiento, debido a los guardias parapoliciales. Luego de terminar sus faenas en su chacra 
de algodón, Aguirre Benegas afi ló su machete y partió con sus perros1101.

1099 Testimonio N° 0068. Informativo Campesino N° 110/1997 y 135/1999.
1100 Informativo Campesino N° 140/2000, 141/2000, 142/2000, 143/2000, 147/2000.
1101 Testimonio N° 0068. Acta de constitución del Juzgado de Paz de San Juan Nepomuceno; Parte Policial Nota N° 94/99 del subcomisario 

OS Rubén Darío Carbal Teme, jefe de la comisaría N° 3 de San Juan Nepomuceno; parte policial de 20 de octubre de 1999 del 
subcomisario OS Rubén Darío Carbal Teme, jefe de la comisaría N° 3 de San Juan Nepomuceno; acta de procedimiento (“Gregorio 
Gaona s/ Homicidio en San Juan Nepomuceno, Año 2000/99, N° 32, folio 83, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de 
Caazapá, a cargo de Teresa Doldán, fs. 2, 7, 8 y 9).

CAPÍTULO VI PARTE II



539

Esa noche, volvieron sus perros solamente, pero Martín Aguirre Benegas ya no regresó. Luego del 
amanecer, Estanislaa Gamarra dio aviso a los hermanos de Martín Aguirre respecto de lo sucedido. 
Aproximadamente a las 11:00 horas del 15 de octubre, intentaron entrar a la estancia a buscarlo, 
pero encontraron el portón cerrado con candados y no pudieron llegar a la administración para 
pedir permiso al capataz. A la par, otro hermano, Elvio Aguirre Benegas, fue a denunciar el hecho 
en la comisaría N° 3 de San Juan Nepomuceno, en donde tomaron la denuncia pero dijeron que 
no podían hacer nada sin permiso del capataz1102.

Ya en horas de la tarde, un grupo de más de 40 vecinos y parientes se había reunido y reanudaron 
la búsqueda. Mientras un grupo se fue a intentar hablar nuevamente con el capataz para pedir 
permiso, otro grupo ya ingresó en la estancia a buscar a Martín Aguirre Benegas, mientras que 
otro grupo fue a buscar a un ex capataz para que prestase su ayuda como baqueano en la 
búsqueda. Aproximadamente a las 17:00 horas encontraron su cadáver dentro del predio de la 
estancia Cielo Azul, propiedad de Nicolás Burró, y lo trasladaron de vuelta a su casa1103.

De acuerdo al examen que le hiciera el doctor Oscar Ibarra del Centro de Salud de San Juan 
Nepomuceno, la víctima presentaba una herida de arma de fuego en la región occipital, siendo 
la probable causa de muerte traumatismo cráneoencefálico1104.

Fueron los propios familiares de Martín Aguirre Benegas quienes lo encontraron e hicieron la 
denuncia ante la comisaría 3ª de San Juan Nepomuceno1105.

INVESTIGACIÓN, ENJUICIAMIENTO Y SANCIÓN
La investigación judicial de este hecho se inició el 15 de octubre de 1999 cuando Elvio Aguirre 
Benegas presentó denuncia del extravío de su hermano -y horas más tarde de su ejecución- ante 
la comisaría N° 3 de San Juan Nepomuceno. En esa misma fecha la denuncia fue comunicada al 
Juzgado de Paz de San Juan Nepomuceno, a cargo de Osvaldo Chávez, quien resolvió la instrucción 
del sumario en averiguación del hecho denunciado y dispuso la constitución del Juzgado y del 
doctor Oscar Ibarra del Centro de Salud de San Juan Nepomuceno, en el domicilio de la víctima, 
al efecto de realizar una inspección del cuerpo y realizar tomas fotográfi cas del occiso. El 21 de 
octubre de 1999 la Policía Nacional comunicó dos partes policiales del hecho1106.

Durante el sumario, el Juzgado de Paz dispuso la agregación como pruebas documentales del 
certifi cado de defunción de la víctima y del diagnóstico elaborado por el doctor Ibarra1107.

El 20 de diciembre de 1999 el Juzgado de Paz resolvió remitir la causa al Juzgado de Primera 
Instancia en lo Criminal de Caazapá, a cargo de Teresa Doldán1108.
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1102 Idem.
1103 Idem.
1104 Diagnóstico Médico (“Gregorio Gaona s/ Homicidio en San Juan Nepomuceno, Año 2000/99, N° 32, folio 83, ante el Juzgado de Primera 

Instancia en lo Criminal de Caazapá, a cargo de Teresa Doldán, fs. 14).
1105 Testimonio N° 0068.
1106 AI N° 126 de 15 de octubre de 1999; acta de constitución del Juzgado de Paz de San Juan Nepomuceno; tomas fotográfi cas; Parte 

Policial Nota N° 94/99 del subcomisario OS Rubén Darío Carbal Teme, jefe de la comisaría N° 3 de San Juan Nepomuceno; parte 
policial de 20 de octubre de 1999 del subcomisario OS Rubén Darío Carbal Teme, jefe de la comisaría N° 3 de San Juan Nepomuceno; 
acta de procedimiento (“Gregorio Gaona s/ Homicidio en San Juan Nepomuceno, Año 2000/99, N° 32, folio 83, ante el Juzgado de 
Primera Instancia en lo Criminal de Caazapá, a cargo de Teresa Doldán, fs. 1, 2, 5-6, 7, 8 y 9).

1107 Certifi cado de Defunción; diagnóstico médico (“Gregorio Gaona s/ Homicidio en San Juan Nepomuceno, Año 2000/99, N° 32, folio 83, 
ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caazapá, a cargo de Teresa Doldán, fs. 11 y 14).

1108 Providencia de 20 de diciembre de 1999 (“Gregorio Gaona s/ Homicidio en San Juan Nepomuceno, Año 2000/99, N° 32, folio 83, ante 
el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caazapá, a cargo de Teresa Doldán, fs. 15).
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El 7 de enero de 2000, el agente fi scal Arnaldo Cabrera Benítez, asignado a la causa, intervino 
por única vez para solicitar determinadas diligencias en el sumario, como dos declaraciones 
testifi cales, la comisión al Jefe de la Policía Nacional para que investigue el hecho, el allanamiento 
de la estancia Cielo Azul de Nicolás Burró Sarubbi en el contexto de la investigación de la causa 
y la ampliación del sumario incluyendo el procesamiento de Gregorio Gaona. El 1 de febrero 
de 2000 el Juzgado dispuso la ampliación del sumario incluyendo como procesado a Gregorio 
Gaona, decretando su captura y detención preventiva. Asimismo, ordenó el allanamiento de la 
estancia Cielo Azul y otras diligencias del sumario. Sin embargo, ninguna de estas resoluciones 
fue diligenciada efectivamente, ni las peticiones volvieron a ser urgidas por el Ministerio Público. 
Nunca se libró efectivamente orden de captura en contra de Gregorio Gaona ni se comunicó tal 
orden a la Policía Nacional. El Juzgado comisionó a la Jefatura de la Policía Departamental para 
el cumplimiento de la orden de allanamiento, pero dicha diligencia jamás fue cumplida1109.

Ninguna otra diligencia investigativa fue realizada por el Juzgado en averiguación de la ejecución 
arbitraria de la víctima.

El 23 de agosto de 2001, el Juzgado, a solicitud del Ministerio Público, decretó la rebeldía a los 
mandatos de la justicia de Gregorio Gaona y remitió la causa al archivo sin más trámite, en el 
contexto del sistema de depuración de causas penales (art. 9 de la Ley N° 1444/99). Tampoco 
se comunicó a la Policía Nacional la orden de captura y detención pendiente. Dicha decisión no 
fue apelada por el Ministerio Público1110.

Esta resolución no fue notifi cada a los familiares de las víctimas.

REPARACIONES
Martín Ramón Aguirre Benegas fue enterrado en el cementerio de Potrero Ñu Pyahu, distrito de 
San Juan Nepomuceno, donde hasta ahora se encuentran sus restos. Todos los gastos funerarios 
y judiciales fueron cubiertos por sus familiares con apoyo de los vecinos.

Los familiares de Martín Aguirre Benegas no recibieron indemnización alguna en los términos del 
derecho internacional de los derechos humanos como medida de reparación. Tampoco recibieron 
disculpas públicas del Estado ni un informe ofi cial respecto de las circunstancias de su ejecución 
arbitraria y de los resultados de las investigaciones realizadas1111.

CONCLUSIONES
1. Tras el examen de los elementos de prueba recogidos en este informe, la CODEHUPY tiene la 

convicción de que Martín Aguirre Benegas fue víctima de una ejecución arbitraria planifi cada 
y ejecutada en el contexto de un confl icto por el derecho a la tierra, en su condición de 
campesino sin tierra, perpetrada por sicarios contratados por hacendados de la zona.

 Los testimonios y otros elementos de prueba recogidos y analizados por la CODEHUPY en 
esta investigación, llevan a concluir que dicho confl icto se caracterizó por una campaña 

1109 Dictamen N° 21 de 7 de enero de 2000; AI N° 56 de 1 de febrero de 2000 (“Gregorio Gaona s/ Homicidio en San Juan Nepomuceno, Año 
2000/99, N° 32, folio 83, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caazapá, a cargo de Teresa Doldán, fs. 16-17 y 18).

1110 Dictamen UT N° 49 de 27 de marzo de 2001; AI N° 2.316 de 23 de agosto de 2001 (“Gregorio Gaona s/ Homicidio en San Juan 
Nepomuceno, Año 2000/99, N° 32, folio 83, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Caazapá, a cargo de Teresa Doldán, 
fs. 24 y 27).

1111 Testimonio N° 0068.
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de amedrentamiento que habría sido desatada por terratenientes ganaderos en contra de 
los campesinos asentados en las colonias campesinas lindantes al latifundio de la familia 
Burró Sarubbi. A la luz de todos estos elementos de convicción, la CODEHUPY coincide con 
familiares de la víctima que señalan que Martín Aguirre Benegas fue una víctima escogida al 
azar, para dar un escarmiento a los campesinos.

 Los testimonios recolectados por la CODEHUPY y los elementos de convicción recogidos 
por los organismos jurisdiccionales del Estado, aún a pesar de la notoria defi ciencia de 
la investigación ofi cial, llevan a concluir que el Ministerio Público cuenta con sufi cientes 
elementos de imputación para investigar, y eventualmente solicitar el enjuiciamiento 
y condena por este hecho, a los guardias parapoliciales al servicio de las haciendas de la 
familia Burró Sarubbi. No obstante, la investigación ofi cial no fue sufi ciente para determinar 
la identidad de los autores materiales de la ejecución arbitraria de la víctima, obligación 
que subsiste y que corresponde de modo inexcusable a los organismos jurisdiccionales del 
Estado. A pesar de ello, a partir de éste y los demás casos relacionados al latifundio la familia 
Burró Sarubbi, la CODEHUPY sostiene que existen elementos de imputación recolectados 
para este informe que justifi can que el Ministerio Público investigue a los propietarios de 
dichos establecimientos, y a sus administradores y representantes en San Juan Nepomuceno 
a la fecha de los hechos, por su presunta participación como autores morales de la ejecución. 
La responsabilidad penal individual de estas personas debe ser debidamente esclarecida por 
los organismos jurisdiccionales del Estado.

2. La CODEHUPY sostiene que el Estado paraguayo es responsable internacionalmente por la 
impunidad en que quedaron los autores morales y materiales de la ejecución de Martín Aguirre 
Benegas. La causa abierta en sede judicial en relación a los hechos, fue notoriamente defi ciente 
en los términos requeridos por derecho internacional de los derechos humanos1112.

 El sólo hecho comprobado que evidencia que la justicia no realizó ni un solo acto de 
investigación de los que estaba obligada a practicar, es una evidencia elocuente que habla 
de una actitud institucional complaciente, cercana a la colaboración directa con el ilícito 
denunciado.

 Por citar algunas de las diligencias probatorias que se omitieron, baste señalar la autopsia 
bajo supervisión de un médico forense acreditado y la pericia balística de la herida como 
de los proyectiles alojados en el cuerpo de la víctima, a los efectos de establecer su calibre 
y origen. Tampoco fue investigada la escena del crimen, ni fueron recogidas evidencias en 
dicho lugar. La orden de allanamiento dictada para recoger evidencias en el lugar del hecho 
fue deliberadamente incumplida por los agentes policiales de la comisaría N° 3 de San Juan 
Nepomuceno, ante la total indolencia de la autoridad judicial que la dictó. Asimismo, llama la 
atención que se haya procesado como supuesto autor material a una persona sin fundamento 
alguno. Independientemente de su eventual responsabilidad penal, no se acreditó en el 
expediente ninguna causa razonable que permita sostener una mínima sospecha que legitime 
y fundamente el procesamiento de dicha persona. Además de este aspecto, se observa la 
notoria irregularidad de que las órdenes de captura y detención jamás fueron comunicadas 
a la Policía Nacional, por lo que devienen absolutamente inefectivas. La misma ausencia de 
una debida diligencia se observa respecto de la investigación a los posibles autores morales, 
quienes se mantienen en la más completa impunidad, debido a la futilidad de la investigación 
fi scal llevada adelante.
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1112 Ver Capítulo III, sección 3.
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 Sin otra razón que la inactividad del Ministerio Público, la causa fue archivada. A esta 
irregularidad, se suma el hecho que la decisión judicial que decretó el archivo de la causa 
nunca fue notifi cada a los familiares de las víctimas, lo que genera como consecuencia 
la indefensión y falta de protección judicial de los mismos, ya que quedan sin recibir la 
información que le es debida sobre los resultados de las investigaciones ofi ciales llevadas 
adelante y no pueden interponer los recursos judiciales a que tienen derecho.

 La extremada dilación y lentitud del procedimiento judicial incoado para investigar los 
hechos, cuya duración ya alcanza los 7 años a la fecha de este informe sin arrojar resultado 
alguno y con la causa archivada, confi gura un retardo injustifi cado de los recursos judiciales 
internos1113.

 Estas omisiones en el deber de investigar y sancionar determinan que el comportamiento 
de los organismos jurisdiccionales del Estado haya contribuido decididamente a la falta de 
esclarecimiento de la ejecución arbitraria de Martín Aguirre Benegas y a la impunidad de los 
victimarios, en particular a quienes habrían dado las órdenes y facilitado los medios para 
armar y sostener a las bandas parapoliciales que cometieron el ilícito.

3. La CODEHUPY sostiene la convicción de que el Estado paraguayo es internacionalmente 
responsable por el incumplimiento de la obligación complementaria de reparar integralmente 
a los familiares de Martín Aguirre Benegas, la que debería incluir por lo menos medidas de 
satisfacción y una indemnización compensatoria.

4. Estas circunstancias de falta de medidas adecuadas para prevenir, la impunidad y la falta de 
reparación integral llevan a la CODEHUPY a concluir que el Estado paraguayo es responsable 
internacionalmente por la ejecución arbitraria de Martín Aguirre Benegas, de acuerdo a 
los presupuestos de imputabilidad en el derecho internacional de los derechos humanos. 
Dicha ejecución fue perpetrada por bandas parapoliciales armadas por latifundistas que se 
amparan en la ausencia de medidas ofi ciales adecuadas para impedir, prevenir y sancionar 
dichas ejecuciones. La falta de diligencia debida para esclarecer la responsabilidad individual 
en la jurisdicción nacional y proteger a las víctimas, como fue constatado en el presente caso, 
otorga un apreciable nivel aquiescencia a dichos grupos.
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